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ASUNTO:  Recomendación relativa a información y autorizaciones para
instalaciones en pistas de esquí.

 I.- ANTECEDENTES

 PRIMERO.- El día 23/09/03 tuvo entrada en esta Institución una queja por
insuficiente información medioambiental sobre las instalaciones de esquí que hay en
las estaciones de montaña.

 SEGUNDO.- El ciudadano que la presenta hace referencia también a la
falta de cumplimiento de la normativa urbanística en la instalación de telesillas y
telesquíes en las estaciones de esquí aragonesas. Según el firmante “Durante los
últimos años las estaciones de esquí aragonesas han venido disfrutando de
importantes subvenciones para facilitar la extensión de las mismas. Pese a que el
Gobierno aragonés debería velar por el cumplimiento de la distinta normativa
medioambiental, las distintas actuaciones realizadas por las estaciones de esquí
con el beneplácito directo o indirecto de la DGA no solo lo atestiguan sino que
evidencia una preocupante dejación de funciones”. También alude al reciente
otorgamiento de concesiones administrativa para construcción de varios telesillas
en la estación de Panticosa a pesar de que llevaban varios años construidos, y a la
falta de autorización para otras actualmente en funcionamiento.
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 En este sentido, la asociación Ecologistas en Acción se dirigió a la
Dirección General de Transportes y Comunicaciones del Gobierno de Aragón el 11
de julio de 2003 solicitando, al mismo tiempo, datos de todas las telesillas y
telesquíes instaladas en todas las estaciones de esquí de Aragón: Formigal,
Candachú, Javalambre, Valdelinares, Panticosa, Cerler y Astún; en concreto, se
pedía la fecha de otorgamiento de las concesiones administrativas de construcción
y explotación y copia de la resolución, acuerdo o trámite administrativo seguido
donde se hayan aprobado dichas actuaciones, así como copia de los informes
internos realizados para la resolución de todos los expedientes que se enumeran de
forma individualizada en los escritos presentados  (uno por cada estación).

  Esta petición fue rechazada por la Dirección General de Transportes y
Comunicaciones, a quien se dirigió, argumentando que no era el órgano
administrativo competente en materia medioambiental.

 TERCERO.- A la vista de la queja presentada, se acordó admitirla a
supervisión, iniciándose las gestiones para la tramitación del expediente. A tal
efecto, se enviaron con fecha 15/10/03 sendos escritos a los Departamentos de
Obras Públicas, Urbanismo y Transportes y de Medio Ambiente recabando
información acerca de la cuestión planteada en la queja. Al primero de ellos se
preguntó sobre el trámite dado a las peticiones de información antes señaladas, así
como lo relativo al fondo de las cuestiones planteadas en la misma (la existencia de
autorizaciones adecuadas en las instalaciones de las estaciones de esquí de
Aragón); al Consejero de Medio Ambiente se pidió informe relativo al cumplimiento
por las instalaciones de las estaciones de esquí de Aragón de las autorizaciones y
permisos dependientes de ese Departamento.

 CUARTO.- La respuesta dada al Justicia por el Departamento de Obras
Públicas se recibió el 05/11/03; en ella el Director General de Transportes y
Comunicaciones da cuenta de que se respondió a Ecologistas en Acción el 5 de
septiembre. La contestación fue remitida por correo certificado con acuse de recibo
y  devuelta por no ser recogida por su destinatario.  Se volvió a remitir a la dirección
indicada en los escritos de solicitud el 1 de octubre sin que en este caso fuera
devuelta.

  No se acompaña por la Administración la carta remitida, que fue aportada
posteriormente por los presentadores de la queja; en ella, firmada por la misma
autoridad con fecha 03/09/03, se deniega la solicitud de información “por no
encuadrarse dentro del ámbito de aplicación de la Ley 38/1995, de 12 de diciembre,
sobre el derecho de acceso a la información en materia de medio ambiente y por no
ser el Director General de Transportes y Comunicaciones el órgano competente en
materia de medio ambiente”. Fundamenta esta resolución denegatoria en el
siguiente razonamiento:
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 “Considerando que el artículo 1 de la Ley 38/1995, de 12 de diciembre
establece que todas las personas tienen derecho a acceder a la información
ambiental que esté en poder de las Administraciones públicas y que su artículo 2
señala lo siguiente:

 “queda comprendido en el derecho de acceso a la información sobre el medio
ambiente toda información disponible por las Administraciones públicas bajo cualquier forma
de expresión y en todo tipo de soporte material, referida:

 a) Al estado de las aguas, el aire, el suelo y las tierras, la fauna, la flora y los
espacios naturales, incluidas sus interacciones recíprocas, así como a las actividades y
medidas que hayan afectado o puedan afectar al estado de estos elementos del medio
ambiente.

 b) A los planes o programas de gestión del medio ambiente y a las actuaciones o
medidas de protección ambiental.

 Considerando que la petición realizada por la Asociación Ecologistas de
Aragón no se contempla dentro del ámbito de la ley alegada por el solicitante y que
el Director de Transportes y Comunicaciones no es el órgano competente en
materia de medio ambiente.”

 Concluye citando los recursos que se pueden plantear frente a la anterior
resolución.

 Al Departamento de Medio Ambiente se le reiteró la petición de información
mediante recordatorios enviados los días 08/01/04, 11/03/04 y 05/05/04. La
respuesta se recibió el 08/06/04, y en el informe emitido por el Consejero con fecha
20/05/04 se indica que, con respecto a las autorizaciones y permisos que debe
otorgar el Departamento de Medio Ambiente, los proyectos de instalaciones en
pistas de esquí “sólo deben pasar por el procedimiento de evaluación de impacto
ambiental si se han iniciado con posterioridad a la entrada en vigor del Real
Decreto-Ley 9/2000, de 6 de octubre, de modificación del Real Decreto Legislativo
1302/1986, de 28 de junio, de evaluación de impacto ambiental. Desde su entrada
en vigor todos los proyectos de ampliación, modificación o nuevas estaciones se
han sometido al procedimiento de evaluación de impacto ambiental, habiéndose
formulado varias declaraciones de impacto ambiental y estando en tramitación el
resto de los proyectos”.

 A la vista de todo lo anterior procede plantearse diversas cuestiones
relacionadas con el derecho a la información medioambiental, autoridad que debe
de suministrarlo y  el alcance de ese derecho, que estudiamos a continuación.

 

 II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS
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 Primera.- Sobre el derecho a la información medioambiental.

 1. Hay  que reconocer que existe el derecho a la información medioambiental
y que está reconocido de una manera cada vez más amplia porque se considera
(Directiva de 28 de enero de 2003), que el acceso del público a la información
medioambiental y la difusión de tal información contribuye a una mayor
concienciación en materia de medio ambiente, a un intercambio libre de puntos de
vista, a una más efectiva participación del público en la toma de decisiones
medioambientales y, en definitiva, a la mejora del medio ambiente.

 2. En el ordenamiento interno español, la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, ya reconocía en su artículo 35 el derecho de los ciudadanos
al acceso a los registros y archivos de las Administraciones públicas en los
términos previstos en la Constitución y en ésa u otras Leyes, regulando tal derecho
con carácter general en el artículo 37, sin perjuicio de las disposiciones específicas
que rijan el acceso a determinados archivos.

 La regulación del derecho de acceso a la información contenida en los
archivos y registros administrativos que efectúa la referida Ley 30/1992 era más
restrictiva que la que se establece en la Directiva 90/313/CEE, de 7 de junio de
1990, sobre libertad de acceso a la información en materia de medio ambiente que
impone a los Estados miembros la obligación de establecer las disposiciones
necesarias para reconocer el derecho de cualquier persona física o jurídica a
acceder a la información sobre medio ambiente que esté en poder de las
Administraciones públicas sin que para ello sea obligatorio probar un interés
determinado, fijando un plazo máximo de dos meses para conceder la información
solicitada y estableciendo los supuestos en que dicha información puede ser
denegada.

  Para darle cumplimiento e incorporarla al ordenamiento jurídico español se
publicó la Ley 38/1995, de 12 de diciembre, reguladora del derecho a la información
en materia de medio ambiente, cuyo objeto es garantizar la libertad de acceso a la
información en este ámbito, así como la difusión de dicha información.

 La aprobación de la Directiva 2003/4/CE del Parlamento Europeo y del
Consejo de 28 de enero de 2003 relativa al acceso del público a la información
medioambiental y por la que se deroga la Directiva 90/313/CEE del Consejo, amplía
el nivel actual de acceso establecido en virtud de la Directiva 90/313/CEE en
materias tan importantes como la definición de la información medioambiental o las
autoridades públicas obligadas a informar, que no solo afecta al Gobierno o
cualquier otra Administración pública nacional, regional o local, incluidos los órganos
públicos consultivos, sino también a las personas físicas o jurídicas que ejercen, en
virtud del Derecho interno, funciones administrativas públicas, en particular tareas,
actividades o servicios específicos relacionados con el medio ambiente y a
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cualquier otra persona física o jurídica que asuma responsabilidades o funciones
públicas o preste servicios públicos en este ámbito bajo la autoridad de una entidad
o de una persona comprendida dentro de las categorías antes mencionadas. La
adopción por los Estados miembros de las disposiciones necesarias para dar
cumplimiento a lo dispuesto en esta Directiva se realizará a más tardar el 14 de
febrero de 2005.

 3. Analizando la Ley 38/1995 nos encontramos con tres elementos que
deben coincidir para que se tenga derecho solicitar la información medioambiental,
que son:

- Titular del derecho (artículo 1): personas, físicas o jurídicas,
nacionales de uno de los Estados que integran el Espacio Económico
Europeo o domiciliados en uno de ellos, sin obligación de acreditar un
interés determinado y con garantía de confidencialidad sobre su identidad.

- Objeto sobre el que recae (art. 2.1): toda información, bajo
cualquier forma de expresión y en todo tipo de soporte material, referida a
estado de las aguas, el aire, el suelo y las tierras, la fauna, la flora y los
espacios naturales, incluidas sus interacciones recíprocas, así como a las
actividades y medidas que hayan afectado o puedan afectar al estado de
estos elementos del medio ambiente, así como a los planes o programas
de gestión del medio ambiente y a las actuaciones o medidas de protección
ambiental.

- Obligado al cumplimiento (art. 2.2): las Administraciones públicas,
entendiendo por tales las relacionadas en el artículo 2 de la Ley 30/1992, de
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y
del Procedimiento Administrativo Común.

 En el caso que nos ocupa, y con respecto a la solicitud de información
hecha al Departamento de Obras Públicas, se aprecia la concurrencia de los
requisitos que legitiman el derecho a solicitar información conforme a la Ley
38/1995, puesto que:

- El peticionario es una persona jurídica de nacionalidad española,
por lo que resulta titular del derecho que la Ley le confiere.

- La información solicitada versa sobre la colocación de telesquís y
telesillas en diversas estaciones de esquí de la Comunidad Autónoma de
Aragón. Se trata de una actividad que repercute en espacios naturales y
pueden afectar a su estado.

- El obligado a darlo es una Administración pública
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Segunda.- AUTORIDAD COMPETENTE. Sobre las competencias del
Departamento de Medio Ambiente.

1. La petición de información se dirigió a la Dirección General de
Transportes y Comunicaciones, integrada en el Departamento de Obras Públicas,
Urbanismo y Transportes del Gobierno de Aragón ya que, según figura, entre otros,
en los BOA de 26 de marzo y 28 de abril de 2004 ha intervenido en la autorización
para la concesión de varios telesillas. La  citada Dirección General en su resolución
de 03/09/03 rechazó la petición al no ser “el órgano competente en materia de
medio ambiente”

Sin embargo aun admitiendo, como mera hipótesis, que no fuera la
competente en la materia, debe de contribuir a facilitar esta información ya que la
Directiva 2003/4/CE, ha previsto el supuesto de que la información solicitada no
obre en poder de la autoridad pública a la que se pide; en tal caso, el artículo 4.1.a
establece que cuando dicha autoridad sepa en poder de quien obra la información
solicitada le transmitirá cuanto antes la petición e informará de ello al solicitante, o le
indicará a este la entidad donde pueda dirigirse.

 Además podría pensarse que la Ley 38/1995 en ningún caso hace esta
concreción al “órgano ambiental”  ya que este es un concepto que se utiliza en los
expedientes de evaluación de impacto ambiental, diferenciado del “órgano
sustantivo”, sino que extiende su ámbito de aplicación al amplio concepto de
“Administraciones públicas”, y deberá hacerlo el órgano competente para resolver
en cada caso, que es el que dispone de la información.

2. La información solicitada al Departamento de Medio ambiente versaba
sobre el cumplimiento de las autorizaciones y permisos dependientes del mismo
por las instalaciones de las estaciones de esquí de Aragón. Sin embargo, la
respuesta dada se limita únicamente a la evaluación de impacto ambiental,
indicando que desde la entrada en vigor del Real Decreto-Ley 9/2000, de 6 de
octubre, todos los proyectos de ampliación, modificación o nuevas estaciones se
han sometido a este procedimiento, habiéndose formulado varias declaraciones y
estando en tramitación el resto de los proyectos.

Sin embargo,  hay que tener en cuenta que hay otras normas que requieren
o han requerido la intervención de la Administración en ejercicio de sus funciones en
materia de medio ambiente y de conservación de la naturaleza y de la biodiversidad.

Por tanto, pueden existir otras autorizaciones o informes realizados  por el
Departamento de Medio Ambiente o en su día por otros Departamentos que tenían
competencia en la materia que, no siendo obligatoria en el momento en que se
construyeron las estaciones de esquí la evaluación de impacto ambiental, podrían
haber sido emitidos u otorgados fuera del procedimiento de evaluación de impacto
ambiental de instalaciones encaminadas a la práctica del esquí. Sobre estos datos y
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resoluciones administrativas también existe derecho a la información con los limites
en cuanto a su ejercicio que pasamos a estudiar a continuación.

LIMITES

1. Como ya hemos dicho, la Ley 38/1995 otorga a los ciudadanos
europeos, y a aquellos con cuyos Estados exista reciprocidad, el derecho a acceder
a la información ambiental que esté en poder de las Administraciones públicas
competentes, sin obligación de acreditar un interés determinado y con garantía, en
todo caso, de confidencialidad sobre su identidad. Esta información se extenderá al
estado de las aguas, el aire, el suelo y las tierras, la fauna, la flora y los espacios
naturales, incluidas sus interacciones recíprocas, así como a las actividades y
medidas que hayan afectado o puedan afectar al estado de estos elementos del
medio ambiente, y a los planes o programas de gestión del medio ambiente y a las
actuaciones o medidas de protección ambiental

2. Ahora bien este derecho, como todos, está sujeto en su ejercicio a
diversos límites establecidos en la Ley 38/1995 de 12 de octubre que en su art. 3.3
establece que las administraciones podrán denegar una solicitud de acceso a la
información sobre medio ambiente cuando afecte a documentos o datos
inconclusos se refiera comunicaciones o deliberaciones internas de las
administraciones públicas, sea manifiestamente abusiva o este formulada de
manera que por la generalidad de la petición no sea posible determinar el objeto de
lo solicitado.

 También la Directiva de 7 de junio de 1990 estableció  en su art. 3.3. que
se podrá denegar una solicitud de información cuando esta implique el suministro de
datos o documentos inconclusos o de comunicaciones o cuando la solicitud sea
manifiestamente abusiva o esté formulada de forma demasiado general.

La Directiva de 28 de enero de 2003 establece en su art. 4.1 bajo el título de
excepciones.

1. Los Estados miembros podrán denegar las solicitudes de
información medioambiental si:

a) la información solicitada a la autoridad pública no obra en
poder de ésta o en el de otra entidad de su nombre.  En este caso,
cuando la autoridad pública sepa que dicha información obra en poder
de otra autoridad pública o en el de una entidad de su nombre, deberá
transmitir la solicitud cuanto antes a dicha autoridad e informar de ello al
solicitante, o informar al solicitante sobre la autoridad pública a la que
puede dirigirse, según su conocimiento, para solicitar la información de
que se trate,

b) La solicitud es manifiestamente irrazonable,
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c) La solicitud está formulada de manera excesivamente general,
teniendo en cuenta el apartado 3 del artículo 3,

d) La solicitud se refiere a material en curso de elaboración o a
documentos o datos conclusos,

e) La solicitud se refiere a comunicaciones internas, tendiendo en
cuenta el interés público atendido por la revelación.

Si la denegación de la solicitud se basa en el hecho que se trata de material
en curso de elaboración, la autoridad pública deberá mencionar la autoridad
que está preparando el material e informar acerca del tiempo previsto para
terminar la elaboración de dicho material.

Estas normas se ven complementadas con otras que establecen:

 1º. Art. 4  Los anteriores motivos de denegación deberán interpretarse de
forma restrictiva.

 2º. Art. 3.3. Cuando una solicitud esté formulada de manera demasiado
general, la autoridad pública pedirá al solicitante cuanto antes, y a más tardar en el
plazo indicado en la letra a) del apartado 2, que la concrete, y le ayudará a hacerlo,
por ejemplo dándole información sobre el uso de los registros públicos a que se
refiere la letra c) del apartado 5. Las autoridades públicas podrán, en caso de
considerarlo apropiado, rechazar la solicitud amparándose en la letra c) del apartado
1 del artículo 4.

 3º Que conforme a lo establecido en el art. 5 las autoridades podrán aplicar
contraprestaciones económicas por el suministro de información mediambiental,
pero el importe de las mismas deberá de ser razonable.

En este caso concreto, una petición de información hecha de forma tan
amplia y exhaustiva como la que se realiza, al solicitar al mismo tiempo copia de
todos los informes internos realizados y de todas las resoluciónes, acuerdos o
trámites administrativos seguidos para aprobar las actuaciones que han dado lugar
a la concesión administrativa de construcción y explotación, de todas las telesillas y
telesquís existentes en todas las estaciones de Aragón, cualquiera que sea el lugar
y el momento en que se hayan construido, plantea serias dudas de si dicha petición
no puede estar incluida, al menos parcialmente, en algunas de las limitaciones
legales al ejercicio del derecho a la información medioambiental. Hay que tener en
cuenta que la misma legislación y directivas comunitarias que amparan el derecho a
obtener información exige que las peticiones sean concretas,  razonables y no
abusivas.

La legislación actualmente vigente establece que la Administración podrá
denegar información si concurrieran esos supuestos. Es por eso que los
solicitantes deberían concretar sus peticiones, justificando la utilidad o relevancia
actual de los datos que se solicitan, máxime teniendo en cuenta que algunas de las
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instalaciones nunca han sido cuestionadas, tienen muchos años de antigüedad y
han sido construidas cuando las competencias estaban en manos de otras
Administraciones, por lo que  la búsqueda ha de ser costosa y puede suponer la
desatención o retraso del trabajo habitual que los órganos administrativos realizan
en beneficio de otros intereses también dignos de protección; por ello, resulta
aconsejable ajustar las peticiones a la utilidad de los datos requeridos, evitando
aquellas que se refieran a actuaciones que no tengan relevancia actual.

En definitiva que existe un amplio derecho a obtener información que tiene
como limites impuestos por la ley que la petición sea concreta, manifiestamente no
razonable y no abusiva.

Respecto a posibles daños al medio ambiente, causados por las
instalaciones existentes o que puedan construirse de futuro, debemos de decir que
la queja es muy general por lo que no tenemos datos suficientes para entrar a
estudiar en qué casos concretos ha habido violación de una norma jurídica con
trascendencia medioambiental, que es lo único que nosotros podemos entrar a
valorar. Es obvio recordar que no todo lo que afecta al medio ambiente supone
violación de una norma jurídica medioambiental que merezca un reproche jurídico,
porque la misma existencia del hombre, animales o de máquinas de alguna manera
siempre afecta al medio natural.

 A esta Institución le corresponde controlar el cumplimiento de la legislación
vigente por la Administración, reconociendo al mismo tiempo que también está
legitimada, porque así lo han dispuesto los ciudadanos, para realizar la política de
fomento que crea conveniente, pudiendo ponderar todos los intereses dignos de
protección que están en juego y optar entre realizar unas actuaciones u otras,
siempre que respete estrictamente los limites legales establecidos por la legislación
autonómica, nacional y comunitaria.

III.- RESOLUCIÓN

Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en
ejercicio de las facultades que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley
4/1985, de 27 de junio, reguladora del Justicia de Aragón, he resuelto:

Recomendar al Gobierno de Aragón que bien a través del Departamento de
Obras Públicas, Urbanismo y Transporte del Gobierno o del de Medio Ambiente que
atienda las concretas peticiones de información sobre actuaciones con repercusión
medioambiental, que se hagan dentro de los limites que la legislación establece,
conforme se dispone en la Ley 38/1995 y en las Directivas europeas reguladoras de
la materia.
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Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no
superior a un mes me comunique si acepta o no las Recomendaciones formuladas,
indicándome, en este último supuesto, las razones en que funde su negativa.

6 de Agosto de 2004

EL JUSTICIA DE ARAGÓN

FERNANDO GARCÍA VICENTE


